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CAPÍTULO VII. ATRIBUTOS DE LAS PERSONAS1

1. Noción
Existen ciertas cualidades que tiene toda persona por su sola condición de 
tal y que a nivel jurídico permiten su individualización o diferenciación. Ello 
corresponde a la noción de “atributo”, aquellos que posee todo sujeto y cuya 
característica fundamental es que permite distinguirlo de los demás. No basta 
así para constituir un “atributo” desde el punto de vista jurídico con que lo 
posea toda persona, porque ello coincide con otros institutos como los “de-
rechos de la personalidad”, sino que presentan la necesaria particularidad de 
lograr la precisión, distinción, diferenciación o individualización del sujeto 
en una situación o relación jurídica.

Santos Cifuentes define los atributos como “las cualidades o propiedades del 
ser jurídico, por medio de las cuales el sujeto-persona puede individualizarse 
y formar parte de la relación de derecho”2. Así elementos como el nombre 
civil, la sede jurídica o el estado civil permiten que el sujeto de derecho sea 
precisado o determinado, esto es, individualizado en una situación jurídica; 
sin ellos o al menos sin el atributo por excelencia, a saber, el nombre civil. En 
sentido semejante se afirma también con ocasión del nombre pero igualmen-
te aplicable a los atributos en general que “toda personalidad tiene que ser 
identificada”3. Ello es fácil deducirlo de múltiples negocios jurídicos en los que 
las partes quedan precisadas gracias a la primaria función de individualización 
que caracteriza a los “atributos”.

En la doctrina nacional, Marín Echeverría entiende por atributos de la 
personalidad aquellas cualidades que se predican de los seres humanos sin 
distinguir su condición y que permiten su identificación con relación a los 
demás, como en el caso del nombre; o su relación con el lugar donde habitual-
mente habita o su calificación por la familia de donde proviene, como en el 
caso de la filiación4. Aunque según veremos los atributos también son predi-
cables respecto de la persona incorporal5. Ochoa Gómez al tratar el Capítulo 
relativo a “Identidad e identificación” refiere como elementos distintivos que 
utiliza el Derecho Civil respecto de la persona al “estado, nombre, domicilio, 

1	 Véase versión original en: Domínguez Guillén, María Candelaria: Los atributos de las personas. En: 
Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales Nº 147, Caracas, 2009, pp. 201-236.

2	 Cifuentes, Elementos…, pp. 105; Baqueiro Rojas y Buenrostro, ob. cit., p. 161; Llambías, ob. cit.,  
p. 261, son cualidades intrínsecas y permanentes que concurren a constituir la esencia de la 
personalidad y a determinar al ente personal en su individualidad; De Freitas de Gouveia, ob. 
cit., p. 84, son aquellas cualidades que se le asignan a toda persona para individualizarla en una 
relación jurídica. 

3	 Maluquer de Motes, Carlos: Derecho de la Persona y negocio jurídico. Barcelona, Bosch, 1993, p. 25.
4	 Marín Echeverría, ob. cit. p. 47.
5	 Véase infra VII. 4.
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a saber signos reveladores o manifestadores para mediante ello dar a conocer 
la entidad y personalidad de cada quien”6.

La característica primaria y fundamental de los atributos es que permiten la 
diferenciación o individualización del sujeto, por lo que según veremos deben 
distinguirse de los derechos de la personalidad7. Tampoco deben confundirse 
los atributos con los presupuestos de la personalidad, estos últimos son los 
requisitos necesarios para que exista la persona. Así en el sujeto natural el 
presupuesto lo constituye el ser humano que debe estar vivo al nacer y la per-
sona jurídica en sentido estricto de derecho privado precisa para su existencia 
legal de la constitución o protocolización8.

En resumen, los atributos además de tenerlos todo sujeto como consecuen-
cia inherente a su personalidad jurídica, tienen la característica necesaria de 
individualizar, precisar, distinguir, diferenciar al ser en el ámbito jurídico o 
en cualquier situación o relación de derecho. Nos hacemos partidarios de la 
tesis que concibe los atributos no únicamente como cualidades necesarias o 
inmanentes al sujeto de derecho, es decir, que tiene toda persona por su sola 
condición de tal, sino que consideramos vital como parte de su definición o 
esencia que tienda a la individualización o diferenciación jurídica9.

2. Especies
Los atributos de la persona natural son: el nombre civil, la sede jurídica y el 
estado civil. Algunos autores agregan a los anteriores la capacidad jurídica 
y el patrimonio; otros incluyen la “nacionalidad”10, pero esta última forma 

 6	 Ochoa Gómez, Derecho…, p. 211.
 7	 Véase infra VII. 2.
 8	 Véase: Baqueiro Rojas y Buenrostro, ob. cit., p. 162.
 9	 Y en razón de lo indicado excluimos de los mismos algunos elementos o figuras que parte de la 

doctrina incluye en la noción bajo análisis.
10	Véase: Treviño García, Ricardo: La persona y sus atributos. México, Universidad Autónoma de 

Nuevo León, Facultad de Derecho y Criminología, 2002, www.corteidh.or.cr/tablas/23961.pdf 
incluye nombre, domicilio, estado civil, capacidad, patrimonio y nacionalidad; De Freitas de 
Gouveia, ob. cit., p. 85, incluye nombre, sede jurídica y estado civil; Marín Echeverría distingue 
en el Título III referido a los atributos de las personas: el nombre, el domicilio, el estado civil y 
la capacidad (véase índice, p. VI); Calvo Baca, ob. cit., p. 20, alude a estado, capacidad, nombre, 
domicilio y patrimonio; Cifuentes, Elementos…, p. 107; Baqueiro y Buenrostro, Derecho Civil…, 
p. 161; Marín Echeverría, ob. cit., p. 47; Cancela y otros, ob. cit., p. 142; Rabinovich-Berkman, Ri-
cardo D.: Derecho Civil. Parte General. Argentina, Astrea, 2ª reimpresión, 2003, p. 406; Abelenda, 
César Augusto: Derecho Civil. Parte General. Buenos Aires, edit. Astrea de Alfredo y Ricardo 
Depalma S.R.L, 1980, Tomo I. p. 231; Josserand, Louis: Derecho Civil. Buenos Aires, Ediciones 
Jurídicas Europa América, 1952, T. I, Vol. I, p. 193; Agliano, Humberto; Principios de Derecho 
Civil. Buenos Aires, Ediciones de Ciencias Económicas S.R.L., s/f, pp. 40 y ss.; Cardini, Eugenio 
Osvaldo: Lineamientos de la Parte General del Derecho Civil. Buenos Aires, Ediciones Depalma, 
1963, pp. 22 y ss.; Azpiri, ob. cit., p. 31; Alterini, Atilio Aníbal: Derecho Privado. Buenos Aires, 
Abeledo-Perrot, 3ª edic., 1989, p. 113; Alessandri R., Arturo y otros: Tratado de Derecho Civil. Partes 
Preliminar y General. Colombia, Editorial Jurídica de Chile, 1998, T. I, p. 403; León Robayo, Édgar 
Iván: La capacidad: atributo de la personalidad y presupuesto de validez del acto jurídico. En: Los 
Contratos en el Derecho Privado, Fabricio Mantilla Espinosa y Francisco Ternera Barrios (Direc-
tores Académicos). Colombia, edit. Universidad del Rosario/Legis, primera reimpresión, 2008,  
p. 84, nota 1, indica que la capacidad es uno de los atributos de la personalidad; García Baqueri-
zo, José Miguel: Anotaciones de clase de Derecho Civil. Sujetos de Derecho. Las personas. Nº 20. 
Colección Veracruz, En: http:// www.uib.es/catedra_iberoamericana/publicaciones/baquerizo/
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parte del estado civitatis, de allí que se refiera acertadamente como atributo 
únicamente respecto de la persona incorporal quien carece por su naturaleza 
de “estado civil”11 (otros no incluyen éste en los atributos12). Creemos que los 
tres primeros son los que constituyen propiamente atributos individualiza-
dores, pues la capacidad de goce13 y el patrimonio14, si bien coinciden con los 
atributos en que son inherentes a toda persona, no logran individualizar a ésta 
en una relación de derecho, al menos de la forma indubitable que lo hacen los 
atributos, lo que justificaría su exclusión del tema en estudio. Al efecto, cabe 
pensar por ejemplo en la enumeración de los atributos con que se suele iniciar 
generalmente todo acto jurídico (nombre, domicilio, nacionalidad, mayor de 
edad….) en lo que la referencia a la capacidad de goce y al patrimonio no suele 
tener connotación individualizadora alguna.

Para algunos los derechos de la personalidad constituyen uno de los atribu-
tos de la persona15. Otros parecen identificar ambos institutos16. Por nuestra 
parte, no creemos que se trate de términos sinónimos, ni que los derechos de 
la personalidad sean atributos, pues partimos que la característica típica de 
los atributos es que permiten individualizar o precisar a la persona en una 
relación jurídica, aspecto que no presentan los derechos de la personalidad. 
Como en efecto indica Cifuentes “no deben confundirse los atributos con los 

baquerizo_libro.doc incluye nombre, domicilio, estado civil, capacidad, nacionalidad y patrimo-
nio; Ducci Claro, ob. cit., p. 105, incluye nombre, capacidad, nacionalidad, domicilio, estado civil, 
patrimonio y derechos de la personalidad. Véase también aunque no incluyen “estado civil” en los 
atributos: Valencia Zea, Arturo y Alvaro Ortiz Monsalve: Derecho Civil. Parte General y Personas. 
Colombia, edit. Temis, 15ª edic., 2000, pp. 333 y ss. Incluye al nombre civil y al domicilio; Rojas 
González, Germán: Manual de Derecho Civil. Bogotá, Ecoe Ediciones, 2.001, pp. 61 y ss.; Medina 
y Borda Medina, ob. cit., pp. 30 y ss., excluyen el patrimonio; Rojina Villegas, Rafael: Derecho 
Civil Mexicano. México, Antigua Librería Robredo, 3ª edic., 1959, T. I, pp. 413 y 416, incluye la 
nacionalidad, tanto respecto de las personas físicas como jurídicas; Magallón Ibarra, ob. cit., p. 19.

11	Véase: Rojina Villegas, ob. cit., p. 416, excluye de las personas incorporales el estado; Guglielmo 
Rubbiani, Galasso: L’ Applicazione delle leggi in generale e il diritto delle persone. Milano, Societá 
editrice Libraría, 1940, p. 45, la persona jurídica no necesita mención del Estado.

12	Véase: Rojas González, ob. cit., pp. 61 y ss., al referirse a los atributos de la persona trata el nombre 
civil y el domicilio.

13	Véase excluyendo de los citados la capacidad: Baqueiro Rojas y Buenrostro, ob. cit., p. 162; Planiol 
y Ripert: Tratado …, T. I. p. 5.

14	Véase: Parra Benítez, Jorge: Manual de Derecho Civil. Persona, Familia y Derecho de Menores. Co-
lombia, edit. Temis, 4ª edic., 2002, indica que el patrimonio representa un concepto más genérico 
y que la nacionalidad no pertenece al Derecho Privado.

15	Véase: Borda, Manual…, p. 175; Guglielmi, Enrique: Instituciones de Derecho Civil. Buenos Aires, 
edit. Universidad, 1980, p. 31; Nieto Blanc y otros: Curso de Derecho Civil. Argentina, Ediciones 
Macchi, 1989, Parte Primera, p. 70; Carbonnier, ob. cit., p. 313; Josserand, ob. cit., p. 193; Abelenda, 
ob. cit., pp. 233 y 234, además de los citados existen otros atributos no institucionalizados como 
los derechos de la personalidad; Ducci Claro, ob. cit., p. 105; Figueroa Yañez, ob. cit., p. 11.

16	Véase: Parra Benítez, Jorge: Manual de Derecho Civil. (Personas, Familia y Derecho de Menores). 
Colombia, edit. Temis, 3ª edic., 1997, p. 87, indica el autor que los derechos de la personalidad 
suelen llamarse “atributos de la personalidad” (y cuando alude a los “atributos de la personalidad” 
como el nombre el domicilio o el estado civil, indica que también se llaman en la doctrina “dere-
chos de la personalidad” si bien esta nomenclatura es más comprensiva (ibid., pp. 96 y 97); Fueyo 
Laneri, Fernando: Instituciones de Derecho Civil Moderno. Chile, edit. Jurídica de Chile, 1990, p. 
23, incluye en los “Derechos-atributos de la personalidad” al domicilio, la capacidad, nacimiento 
y muerte, derechos de la personalidad como el relativo a disponer del cuerpo. 
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derechos personalísimos aunque tengan caracteres similares”17. Los derechos 
de la personalidad coinciden con los atributos en tenerlos toda persona por el 
solo hecho de serlo, pero los primeros no logran la individualización jurídica, 
característica por excelencia de la figura bajo estudio. Todos tenemos derecho 
a la vida, honor, a la integridad física, pero estos no logran la diferenciación 
que concede el nombre, el estado civil o la sede jurídica. Cuando se inicia 
una declaración en cierto acto jurídico se aprecian claramente los atributos 
de las personas, a saber, el nombre, la sede jurídica y el estado civil. Así por 
ejemplo se suele indicar: “Pedro Pérez, domiciliado en Caracas, venezolano, 
casado, mayor de edad18, de profesión abogado…”, observamos que los últimos 
cuatro elementos forman parte del estado civil,19 en tanto que los dos primeros 
conforman los atributos del nombre y la sede jurídica (domicilio). Pues bien, 
es obvio que en esa misma declaración no juegan un papel individualizador 
fundamental la generalidad20 de los derechos de la personalidad en abstracto 
como el honor, la privacidad o la vida21. Sin embargo, dicha asimilación o 
confusión se aprecia inclusive a nivel de decisiones judiciales, que preten-
den equiparar derechos de la personalidad como el honor con atributos22, en 
tanto que en otros casos se utiliza acertadamente la referencia al estado civil 
(familiar) como atributo23.

De tal suerte, que en atención a su necesario carácter individualizador, pen-
samos que los atributos de la personalidad en el sujeto natural son el NOM-
BRE CIVIL, la SEDE JURÍDICA y el ESTADO CIVIL. Los otros elementos 
que algún sector de la doctrina incluyen dentro del tema como la capacidad 
jurídica, el patrimonio o los derechos de la personalidad, si bien coinciden 
con los atributos en tenerlos todos sujeto, ciertamente divergen de estos en 
que no presentan el mismo carácter o sentido diferenciador. Por eso, algunos 
autores como Bonnecase aunque no se refiere propiamente a “atributo” al 

17	Cifuentes, Elementos…, p. 105; Ramos Hernández, Patricia y Martha Helena Torres Gutiérrez: Dere-
chos de la Personalidad. Su estructura y responsabilidad jurídica. Bogotá, Pontificia Universidad 
Javeriana, 1985, pp. 83-85, distinguen los derechos de la personalidad de los atributos. 

18	Creemos que se logra un mejor nivel de individualización si se coloca la edad en años y no sim-
plemente “mayor de edad”.

19	El primero corresponde al estado civitatis, el segundo al estado familiar y los dos últimos al ele-
mento personal. 

20	Salvo elementos del Derecho a la identidad. 
21	De allí que los derechos de la personalidad no constituyen atributos porque no tienen el carácter 

diferenciador que poseen estos últimos; los primeros se presentan como valores o derechos con 
una particular autonomía y trascendencia dirigidos a resguardar civilmente la esencia física y 
psíquica de la persona, aunque algunos puedan presentar cierto sentido individualizador, pero 
en un contexto mucho más amplio que los atributos. Cumplen funciones distintas aunque en 
algunos casos se tocan como acontece respecto del nombre que sin perder su condición de atributo 
individualizador forma parte de un derecho de la personalidad de contenido mayor como es el 
derecho a la identidad (en su parte estática). 

22	Véase: TSJ/Sala Const, Sent. Nº 2182 del 16-11-07, se cita sentencia al respecto “El 11 de julio de 
2007…, al señalar que el honor, como atributo de la personalidad se bifurca en dos sentidos…” 
(Destacado nuestro).

23	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1443 del 14-8-08; “… el abogado…(CECODAP), ….que los padres biológicos 
coincidan con los padres legales) y ser criado por éstos. Constituyendo el estado de familia un 
atributo de la personalidad, del cual ninguna persona puede ser privada”. (Destacado nuestro).
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estudiar la “individualización de las personas” incluye al nombre, el domicilio 
y el estado24.

El nombre civil25 es el conjunto de palabras asignadas a cada persona para 
diferenciarla de las demás; constituye el atributo individualizador por exce-
lencia, porque su sola referencia permite prescindir de cualquier otra mención 
en un negocio jurídico a los fines de la distinción del individuo. Compartimos 
la tesis que considera al nombre como un atributo; no creemos que su ubica-
ción correcta sean los derechos de la personalidad pues el nombre civil per se 
no constituye un derecho autónomo de la personalidad sino el derecho a la 
identidad que es de un contenido mucho mayor26. Los casos particulares de 
“homonimia”, es decir, de sujetos que presenten el mismo nombre civil, no 
hacen que éste pierda su sentido individualizar pues la confusión se reduce 
a los homónimos, que lograran diferenciarse precisamente mediante los 
demás atributos, y se si quiere a través del número de cédula de identidad, 
que si bien no es un elemento tradicionalmente entendido como atributo, 
ciertamente cumple modernamente una función distintiva fundamental en 
la identificación del individuo. La persona incorporal también presenta un 
nombre, denominación o razón social, y ciertamente la mención de sus datos 
de creación o protocolización (Registro, fecha, tomo, etc.) constituyen una 
referencia relevante de individualización, que se evidencia de diversos actos 
o negocios jurídicos.

La persona también puede ser distinguida por un elemento de 
individualización territorial o espacial, a saber, la sede jurídica27, esto es, el 
lugar donde el orden jurídico considera ubicada a una persona para cierto efec-
to jurídico, en cualquiera de sus especies (domicilio, residencia o paradero). 
Esta sirve junto con el nombre al ordenamiento jurídico como elemento de 
individualización territorial y como punto de conexión para las relaciones ju-
rídicas28. Así ciertas situaciones de derecho asociadas a un sujeto en particular 
(demandas, matrimonio, sucesiones, etc.), no pueden acontecer en cualquier 
lugar o jurisdicción; el orden legal precisa de un punto de conexión que es 
precisamente la sede jurídica. Esta última diferencia al sujeto desde la pers-
pectiva espacial o territorial, de allí que en múltiples declaraciones se afirme: 
“Yo…, de este domicilio” o “domiciliado en…”. Tal calificativo marca un punto 
distintivo por el territorio, que llega inclusive a diferenciar a los sujetos que 
presenten el mismo nombre civil. Algunos autores se refieren a “domicilio” 
como atributo de la persona29, pero consideramos más apropiado respecto 
de la persona humana aludir a “sede jurídica” como atributo diferenciador 

24	Véase “contenido”: Bonnecase, Julien: Tratado Elemental de Derecho Civil. México, edit. Pedagógica 
Iberoamericana, 1995, Traducción Enrique Figueroa Alfonzo, p. xi. 

25	Véase infra Capítulo VIII.
26	Véase infra Capítulo VIII.3.
27	Véase infra Capítulo IX.
28	Larenz, Karl: Derecho Civil Parte General. s/l, Editorial Revista de Derecho Privado/Editoriales de 

Derecho Reunidas, 1978, Trad. y notas de Miguel Izquierdo y Macías-Picavea, p. 150.
29	Véase: Tortul, Mirta Noemí: Domicilio fiscal. http://www.iefpa.org.ar/criterios_digital/

monografias/tortul.pdf alude al “domicilio en el Derecho Civil como atributo de la personalidad”.
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pues a pesar del carácter por lo general preeminente del domicilio, nuestro 
ordenamiento admite la posibilidad de individuos respecto de los cuales a 
falta de éste su sede jurídica sería la “residencia” (CC, artículo 31) o a su vez 
en defecto de esta última a todo evento todo individuo tiene un “paradero” 
(CPC, art. 40), toda vez que el sujeto natural ocupa un lugar en el espacio. 
Respecto de la persona jurídica dada su naturaleza –según veremos– solo es 
predicable el “domicilio”, el cual presenta una determinación en principio 
más sencilla que la sede de la persona física30.

Finalmente, la persona natural tiene un estado civil31, que no se reduce a 
la suerte del individuo respecto del matrimonio; su concepto puede ir de la 
noción amplísima a la restringidísima32; asumiendo el concepto amplio, im-
plica las cualidades a las que el Derecho le atribuye efectos jurídicos, frente al 
Estado, a la familia y a la persona en sí misma (dando lugar a la división en ci-
vitatis, familiar y personal, respectivamente). No creemos que forme parte del 
estado civil personal el nombre y la sede jurídica, toda vez que según hemos 
reiterado estos constituyen atributos distintos al estado civil y tampoco parece 
apropiado incluir “el hecho de ser individuo de la especie humana”33, pues ello 
simplemente nos coloca en el ámbito de la persona y de allí que se aluda a 
atributos la personalidad, al margen de las distinciones que veremos entre el 
sujeto natural y el ente incorporal34; la sola referencia al sujeto per se con sus 
respectivos atributos denota si se trata de un ser humano o de un ente moral. 
El estado civil es exclusivo de la persona humana, por lo que respecto de la 
persona jurídica en sentido estricto se sustituye la referencia al mismo por la 
“nacionalidad”35 que constituye un elemento del estado civitatis o político36.

Ratificamos que los tres (3) atributos referidos son los que a nuestro crite-
rio además de tenerlo todo sujeto, logran diferenciar o individualizar a éste.

3. Caracteres
Indica Santos Cifuentes en torno a los atributos que el orden jurídico no podría 
revelar la existencia autónoma de la persona, su unidad portadora de la per-
sonalidad, o aptitud sub iure en la adquisición de derechos y obligaciones, sin 
todos o cada uno de esos elementos. La persona, por tanto, está jurídicamente 
conformada con dichos componentes estructurales de su individualidad, que 

30	Véase infra Nº VII.4.
31	Véase infra Capítulo X.
32	Domínguez Guillén, María Candelaria: Algunos aspectos de la personalidad jurídica del ser humano 

en la Constitución de 1999. En: El Derecho Constitucional y Público en Venezuela. Homenaje a 
Gustavo Planchart Manrique. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello y Tinoco, Travieso, 
Planchart & Núñez, Abogados, 2003, T. I, p. 248.

33	Véase en tal sentido: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 75.
34	Véase infra VII. 4.
35	Véase sobre los criterios atributivos de la nacionalidad de la persona incorporal: Aguilar Benítez 

de Lugo, Mariano y otros: Lecciones de Derecho Civil Internacional. Madrid, edit. Tecnos, 1996, 
pp. 235 y ss.

36	Véase: Tapia Ramírez, Javier: Introducción al Derecho Civil. México, McGraw-Hill, 2002,  
p. 219, cuando el autor alude a los atributos de la persona moral incluye el estado civil pero aclara 
“el político, por supuestos”.
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son en consecuencia sus atributos. Estos tienen –a decir del autor– caracteres 
particulares: a) necesarios (no puede haber personas que carezca de algunos 
de ellos) b) Vitalicios (acompaña a la persona hasta el fin de su existencia) c) 
Fuera del comercio: Inembargable, inalienable e imprescriptible; d) Absolu-
tos o erga omnes (oponibles a todos los miembros de la sociedad); e) Unicidad: 
no se puede tener más de uno para una misma persona37.

Se aprecia, que los caracteres de los atributos vienen marcados por la idea 
de “orden público”, es decir, se trata de una materia que en razón de su impor-
tancia ha sido sustraída de la autonomía de la voluntad de los particulares38; 
la voluntad tiene cabida en esta materia en la medida que la propia ley lo 
permita, lo que hace en múltiples oportunidades39. Esto se observa al estudiar 
cada uno de los atributos por lo que además de lo anterior son obligatorios, 
indisponibles, intransmisibles, inalienables, inembargables, irrenunciables, 
imprescriptibles, algunos inmutables40 y presentan igualmente la característi-
ca de generalidad (pues rigen para la mayoría de las situaciones jurídicas41) 

e inseparables de la persona. Los citados caracteres aplican en general a los 
atributos salvo distinciones o excepciones derivadas de la propia naturaleza 
de cada uno. También se derivan diferencias en los atributos y por ende en 
sus caracteres según se trate de la persona natural o del ente incorporal42. 

Así por ejemplo se aprecian matices sobre el carácter renunciable de la na-
cionalidad o la posibilidad de escoger un domicilio especial para cierta relación 
jurídica lo que en modo alguno se conceptúa como una renuncia al domicilio 
porque éste es de orden público y solo cambia por la voluntad pero reflejada 
en hechos y no por la simple intención (se precisa el elemento subjetivo y 
objetivo); así mismo, la “renuncia” al domicilio supone simplemente la posi-
bilidad de ser demandado donde se encuentre el sujeto (CPC, art. 46) y no la 
pérdida por la sola voluntad o declaración de la sede jurídica por excelencia, 
pues el domicilio como atributo es irrenunciable43.

En el tema del estado civil, se aclara que si bien éste es indisponible, la pro-
pia ley en ocasiones prevé la intervención del la voluntad en el mismo, pues 
en algunos de sus elementos interviene la voluntad44, lo que acontece en el 

37	Cifuentes, ob. cit., pp. 105-107. En el mismo sentido: Cancela y otros, ob. cit., pp. 142 y 143; 
Rabinovich-Berkman, ob. cit., pp. 407 y 408; Abelenda, ob. cit., pp. 232 y 233.

38	Véase artículo 6 del Código Civil.
39	Véase: De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 106-128.
40	Como el nombre salvo que afecte la dignidad, más no la sede jurídica o algunos elementos del 

estado civil.
41	Salvo por ejemplo la utilización del seudónimo que puede sustituir al nombre civil en cierto ámbito 

especial, o del domicilio especial o de elección que puede ser escogido por las partes para cierto 
negocio jurídico; sin que por ello la persona pierda en modo alguno su nombre civil o su domicilio 
general, que seguirá aplicando para la generalidad de las relaciones o situaciones jurídicas.

42	Véase supra VII.4.
43	Véase infra Capítulo IX.
44	Véase infra Capítulo X.
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estado civitatis, cuando se permite la adquisición de una nacionalidad45; del 
familiar, en relación al matrimonio al considerarse la opción de cambiar de 
soltero a casado o de éste a divorciado, la filiación adoptiva por parte de los 
adoptantes o del adoptado si tiene doce (12) años46; en cuanto al estado perso-
nal, la profesión ciertamente depende de la voluntad. Sin embargo, elementos 
del estado personal como la edad y el sexo son involuntarios, porque el tiempo 
transcurre al margen de nuestra voluntad y el género también trasciende a 
la escogencia del sujeto; de hecho el carácter “involuntario” de un trastorno 
de género como la “transexualidad” es lo que justificaría jurídicamente la 
posibilidad de cambio a nivel de documentación a fin de adecuar la identidad 
estática a la dinámica (el cuerpo a la mente), pues nadie busca un conflicto 
de tal magnitud por gusto o voluntariedad47.

4. Diferencia entre persona natural e incorporal
Comenta Rojina Villegas que existe una correspondencia entre los atributos de 
la persona física y los de la moral, exceptuando lo relativo al estado civil48. En 
igual sentido, se pronuncia Pereznieto Castro al indicar que para las personas 
morales, valen los mismos atributos que para las físicas, con excepción del 
estado civil49. Y así se afirma que la persona incorporal o jurídica en sentido 
estricto tiene su nombre o equivalente, domicilio y nacionalidad propia. Según 
indicamos, los datos de creación o constitución de la persona incorporal son 
igualmente relevantes para su identificación formal. Siendo consecuentes con 
los que consideramos que son efectivamente atributos de la persona, dado 
su carácter individualizador (nombre, sede jurídica y estado civil)50, vamos 
a referir una breve distinción de estos entre la persona humana y la persona 
incorporal (de Derecho Privado).

Al efecto, vale recordar que el sujeto natural es la persona por excelencia y 
que el Derecho solo la reconoce o tiene un carácter declarativo, a diferencia de 
la persona incorporal, ideal, moral o jurídica en sentido estricto que constituye 
una creación del orden jurídico y por tal éste tiene un carácter constitutivo 
respecto de su creación51. La persona moral o jurídica es un producto típico 

45	Véase: Hernández-Bretón, Eugenio: Nacionalidad, ciudadanía y extranjería en la Constitución de 
1999. En: Revista de Derecho Público Nº 81, Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, enero-marzo 
2000, p. 48, la tendencia contemporánea en materia de nacionalidad tiende a reconocer la auto-
nomía de la voluntad del individuo en la determinación de su propia nacionalidad. 

46	Véase: Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNNA), artículo 414, 
letra a.

47	Véase infra Capítulo XIII.3.1. 
48	Rojina Villegas, ob. cit., pp. 416-419, (el autor sigue la orientación de incluir la nacionalidad, la 

capacidad y el patrimonio), indica que la capacidad de las personas morales se distingue de las 
físicas, en que en las primeras no puede haber incapacidad de ejercicio pues ésta depende de 
circunstancias inherentes al ser humano. La denominación de las personas morales equivale al 
nombre de las personas naturales por cuanto constituye un medio de identificación. Igualmente 
las personas colectivas requieren de un patrimonio al menos para constituirse; Benaducci, ob. cit.

49	Pereznieto Castro, Leonel: Introducción al Estudio del Derecho. Colección Textos Jurídicos Uni-
versitarios. México, Oxford University Press, 5ª edic., 2005, p. 169.

50	Véase supra VII.2.
51	Véase infra Capítulo III.2.
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de la abstracción jurídica52. Tal diferencia derivada de la propia naturaleza 
de ambos sujetos, se proyecta jurídicamente inclusive a nivel de atributos.

Así pues el nombre civil como palabras o términos asignados a cada sujeto 
para diferenciarlos de los demás es una necesidad del lenguaje proyectada 
en el ámbito jurídico que es común al ser natural y al incorporal, aunque 
dada la naturaleza de cada una su determinación y sentido varíe. En el ente 
incorporal suele denominarse “razón o denominación social”53. La persona 
humana cuenta con un nombre civil compuesto por nombre de pila y apellido 
cuya forma de determinación prevé la ley; existirán casos de homonimia en 
la persona natural derivados de la propia dinámica de la determinación del 
nombre, que será matizada en la práctica con la utilización de otros atributos 
y del número de identidad. Por su parte, la persona moral también precisa 
de un nombre aunque se afirma “el problema del nombre trasciende de los 
límites del nombre civil de las personas físicas”54; su nombre o equivalente 
debe ser indicado en el Acta constitutiva o instrumento de creación55. La 
persona moral no debería tener la misma “denominación o razón” que otro 
ente incorporal, a fin de evitar confusión56; así que respecto del ser ideal no 
se plantea la “homonimia”57. Por otra parte, se admite la posibilidad de cam-
biar la denominación original del ente moral a través de la modificación del 
documento constitutivo58, lo cual podría ser necesario por ejemplo en caso 
de ampliación o cambio de objeto. El nombre civil en nuestro ordenamiento 
vigente es en principio inmutable salvo que afecte la dignidad; contrariamen-
te, el nombre civil de la persona natural es en principio inmutable salvo los 
casos que afecten su dignidad (LORC, art. 146) 59.

La sede jurídica, según indicamos es mucho más compleja de determinar 
respecto de la persona natural (que cabe distinguir domicilio, residencia y pa-
radero), que en la persona incorporal, pues ésta solo es predicable el “domicilio”  
52	Pereznieto Castro, ob. cit., p. 168.
53	Véase: Benaducci, ob. cit., “Nombre: Este atributo en la persona jurídica se diferencia entre las 

personas jurídicas de derecho público y las de derecho privado. Las primeras son bautizadas por el 
Estado en la norma que lo constituye y las segundas por los socios que la componen, acompañada 
de una sigla que caracteriza su forma de organización jurídica, por ejemplo: s.a., y cia, Ltda., etc. 
En las personas jurídicas de derecho privado el nombre es también llamado “razón social””.

54	Hung Vaillant, Introducción…, pp. 59.
55	Véase: CC, artículo 19 y Código de Comercio, artículos 202, 227 y 235.
56	Véase: Marín Echeverría, ob. cit., p. 64, “la utilización de un nombre comercial impide el empleo 

de uno similar por la competencia, incluso si en su formación ha intervenido un nombre civil; es 
decir, que a diferencia de éste, aquél se encuentra protegido en el sentido de que hayan dos iguales 
o parecidos que puedan crear confusión”; La Roche, ob. cit., p. 331, a diferencia de lo que sucede 
con las personas físicas, no se admite la homonimia en cuanto al nombre de la persona colectiva. 

57	Situación común en caso de la persona natural, dada la formación de determinación del nombre 
civil; Tapia Ramírez, ob. cit., p. 220.

58	Véase: Marín Echeverría, ob. cit., pp. 64 y 65; Hung Vaillant, Introducción…, p. 60, el cambio de 
nombre se lleva a cabo mediante resolución de la Asamblea, la cual debe acordar la correspon-
diente modificación del Documento Constitutivo y de los Estatutos”, agrega que la modificación 
debe ser objeto de las formalidades registrales y el cambio de nombre no comporta la creación 
de un nuevo ente; Itriago e Itriago, Las Asociaciones …, p. 105, la modificación del nombre debe 
hacerse en Asamblea; Tapia Ramírez, ob. cit., p. 220, el nombre de la persona moral es mutable. 

59	Véase infra VIII.9.
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que viene dado por sus Estatutos o Acta Constitutiva60 o en su defecto donde se 
encuentre su Dirección o Administración. Al efecto, indicamos61: con relación 
a la sede jurídica, vale distinguir entre persona natural y persona jurídica en 
estricto sentido. Respecto de esta última la determinación de la sede jurídica 
es más sencilla en razón de la propia ley, porque la precisión del “domicilio” 
que en razón de su naturaleza, es la única sede predicable respecto del ente 
incorporal. De manera pues que el domicilio de una persona abstracta viene 
dado primeramente por lo que indiquen sus Estatutos y a falta de tal indica-
ción donde tenga su dirección o administración62 (el lugar de la Dirección o 
Administración es supletorio de los Estatutos)63; la norma citada del CC señala 
que en caso de sucursales se considerará igualmente el domicilio de las mis-
mas respecto de los hechos y actos jurídicos que se ejecuten, aunque Hung 
indica que ello no da lugar a una pluralidad de domicilios64. Se aprecia así 
que la persona incorporal tiene una sola sede jurídica, a saber, el domicilio65.

Respecto de las personas naturales se distingue como sede jurídica, el domi-
cilio, la residencia y el paradero; no se plantea respecto de los entes morales 
la existencia de una “residencia” o de un “paradero” por ser los últimos sedes 
jurídicas típicas o exclusivas de la persona humana o natural. En efecto, como 
es obvio, a diferencia de la persona incorporal, el ser humano ocupa un lugar 
en el espacio y la determinación de la sede jurídica puede devenir en forma 
subsidiaria desde el domicilio, o en su defecto, la “residencia” o lugar donde 
habita normalmente o a falta de ella el “paradero” es decir, el lugar donde se 
puede “encontrar” en un momento determinado. Obsérvese que la posibilidad 
de ubicarse en un sitio o espacio determinado es inherente al ser humano y 
no es posible respecto del ente incorporal porque éste no tiene una existencia 

60	Véase: Benaducci, ob. cit., “Domicilio: En este caso las implicaciones son iguales a las que tiene en 
las personas jurídicas, con la diferencia que aquí se establece claramente ésta en sus estatutos”.

61	Véase infra Capítulo IX.
62	Véase: CC, art. 28: “El domicilio de las sociedades, asociaciones, fundaciones y corporaciones, 

cualquiera que sea su objeto, se halla en el lugar donde esté situada su dirección o administración, 
salvo lo que se dispusiere por sus Estatutos o por leyes especiales. Cuando tengan agentes o sucur-
sales establecidos en lugares distintos de aquel en que se halle la dirección o administración, se 
tendrá también como su domicilio el lugar de la sucursal o agencia, respecto de los hechos, actos y 
contratos que ejecuten o celebren por medio del agente o sucursal”; Código de Comercio, art. 203 
“El domicilio de la compañía está en el lugar que determina el contrato constitutivo de la sociedad, 
y a falta de esta designación en el lugar de su establecimiento principal”; Art. 354 eiusdem que 
indica que las personas extranjeras con objeto principal en Venezuela se reputan nacionales y 
si tienen sucursales se les considera domiciliadas en Venezuela; artículo 216 eiusdem que prevé 
que si la sociedad tuviere casas en distintas jurisdicciones mercantiles, se hará respecto de cada 
establecimiento la comunicación, registro y publicación.

63	Véase: Itriago e Itriago, Las asociaciones…, pp. 105-107; La Roche, ob. cit., p. 331.
64	Véase: Hung Vaillant, Introducción…, pp. 63 y 64, la intención de la ley es que quienes contratan 

con la sociedad puedan demandarla en los sitios de celebración del contrato, pero ello no implica 
una pluralidad de domicilios; La Roche, ob. cit., p. 331, señala con relación al artículo 28 del Código 
Sustantivo que la incorporación del domicilio de la sucursales en el CC de 1942, según el cual se 
tienen por domiciliadas en el lugar donde se hubiere verificado el respectivo contrato, eliminó 
una fuente de confusión y discusión relativo a esta materia.

65	Véase: Acedo Mendoza, Manuel y Luisa Acedo de Lepervanche: El Objeto, la Firma y el Domicilio 
Social. En: Revista de Derecho Privado 2-1, enero-marzo 1985, Caracas, Servicios Gráfica Editorial 
S.A., pp. 2-27.
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material o física sino una existencia ideal jurídica. La clasificación de la sede 
jurídica en domicilio, residencia y paradero66, es predicable –dada su natura-
leza– únicamente respecto del ser humano. El ente abstracto o incorporal no 
precisa de tal distinción porque carece de materialidad o corporeidad. Resulta 
imposible localizar materialmente la subjetividad de la persona jurídica en 
un lugar determinado por carecer de existencia biológica, y eso para algunos 
hace la función identificadora del domicilio más importante en dicho ente67, 
pues la fijación de la persona incorporal tiene especial importancia práctica68.

Por su parte, el estado civil es exclusivo de la persona humana o natural. 
Cuando se estudian las especies del estado civil en sentido amplio (civitatis, 
familiar y personal) los elementos de tales como la nacionalidad y regionalidad 
dentro del estado civitatis; el matrimonio, el parentesco y el concubinato den-
tro del estado familiar; la edad, el sexo y la profesión conformando el estado 
personal, salta a la vista que casi todos los citados elementos o cualidades no 
son predicables en razón de su naturaleza respecto de la persona incorporal. 
Sin embargo, uno de ellos, a saber, la nacionalidad69 sí se presenta en el ente 
moral70, pues tales sujetos también pueden ser nacionales o extranjeros71, de 
allí que cuando nos referimos a los atributos del ente ideal, debemos sustituir 
el estado civil característico del ser humano por la “nacionalidad”72 con las 
precisiones legales y conceptuales características del ente moral73. De Castro 
y Bravo indica que el estudio de la nacionalidad de las personas jurídicas 
o incorporales corresponde al Derecho Internacional Privado y al Derecho 
Internacional Público74.

66	Las ubicaciones reguladas por el CC italiano son el domicilio, la residencia y la estancia o paradero. 
(Santoro Passarelli, ob. cit., pp. 8 y 9).

67	Lacruz Berdejo, José Luis y otros: Elementos de Derecho Civil I. Parte General del Derecho Civil. 
Barcelona, José María Bosch Editor S.A., 1990, Vol. II, p. 278 (el autor cita a Puig Ferriol). Véase 
sobre el domicilio de las personas morales: Hung Vaillant, Introducción..., pp. 60-65; Itriago e 
Itriago, Las asociaciones…, pp. 105-107 (con relación a las asociaciones).

68	De Castro y Bravo, La persona jurídica. …, p. 93.
69	La nacionalidad es el vínculo que une a cada persona con un Estado determinado (Lete del Río, 

ob. cit., p. 127). 
70	Véase: Acedo de Lepervanche, Luisa y Manuel Acedo Mendoza: Nacionalidad de las sociedades 

mercantiles. En: Revista de Derecho Privado Nº 5, enero-diciembre 1988, pp. 9-68; Acedo Mendoza, 
Manuel: La nacionalidad de las personas jurídicas. Las sociedades extranjeras en Venezuela. En: 
Revista del Colegio de Abogado del Distrito Federal Nº 49, mayo-diciembre 1947, pp. 53-77.

71	Véase: Hung Vaillant, Introducción..., pp. 67 y 68, El art 24 del CC que distingue entre venezolanos 
y extranjeros y el 26 eiusdem, consagra en términos generales respecto de los últimos derechos 
que para los nacionales con las excepciones de ley. 

72	Véase supra VII.2: Benaducci, ob. cit., indica que los atributos de las personas jurídicas en cantidad 
varían de los de las personas naturales en la no existencia del Estado civil sino nacionalidad.

73	Véase: Hung Vaillant, Introducción..., pp. 65-68.
74	De Castro y Bravo, ob. cit., p. 289; Ley de Derecho Internacional Privado, art. 20: “La existencia, la 

capacidad, el funcionamiento y la disolución de las personas jurídicas de carácter privado se rigen 
por el Derecho del lugar de su constitución. Se entiende por el lugar de su constitución, aquél en 
donde se cumplan los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de dichas personas”; 
Romero, Fabiola: Las personas jurídicas y las obligaciones en la Ley de Derecho Internacional Priva-
do. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 117. Caracas, Universidad Central 
de Venezuela, 2000, pp. 165 y 166; Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, Tránsito y 
Bancario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 7-2-11, http://
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Todo lo anterior nos permite concluir que los atributos de la persona huma-
na o natural son el nombre civil, la sede jurídica y el estado civil; en tanto 
que en forma equivalente los atributos de la persona incorporal o ideal son su 
nombre, denominación o razón social, domicilio y nacionalidad75. Estos dos 
últimos según se ha indicado constituyen dos formas de relación del sujeto 
con el medio humano y físico que lo rodea, las dos íntimamente ligadas y sin 
las cuales la aplicación del derecho en el espacio sería imposible76.

Según comentamos algunos autores aluden a la capacidad de goce y al 
patrimonio como atributos de la persona77, aunque advertimos que éstos 
no presentan el mismo sentido diferenciador que los estudiados, no obstan-
te presentarlos toda persona78. Sin embargo, vale recordar que existe una 
diferencia sustancial entre la capacidad 79 de la persona humana con la del 
ente incorporal; la primera es plena en su capacidad de goce, en tanto que la 
segunda ve limitada la misma por su naturaleza y su finalidad u objeto social 
(teoría de la especialidad del fin)80. Respecto de la capacidad de obrar o de 
ejercicio no la presenta toda persona natural pues ésta puede estar afectada por 
una de las causas que la privan o limitan (edad, salud mental, condena penal 
a presidio o prodigalidad), mientras que la incapacidad de obrar no se plantea 
respecto del sujeto incorporal por ser un status exclusivo del ser humano; el 
representante u órgano de la persona ideal no subsana una incapacidad de ejer-
cicio, sino un problema de orden natural porque permite expresar la voluntad  

caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/2139-7-10465-.html. Si bien no especifica la ley a que 
capacidad está referida el artículo in comento, esta juzgadora, considera de una interpretación 
extensiva a la norma que el mismo se trata de la capacidad genérica de las personas jurídicas, que 
comprende tanto la capacidad de goce como la capacidad de obrar, es decir, ser titular de derechos 
y obligaciones y también la cualidad de la persona jurídica que determina la validez de los actos, 
los cuales… se regirán por el lugar donde se constituyó la persona jurídica, tal como lo determina 
en este último caso el artículo 37 de la Ley de Derecho Internacional Privado”.

75	Véase: O’Callaghan, Xavier: Compendio de Derecho Civil. Parte General. Madrid, Editorial Revis-
ta de Derecho Privado / Editoriales de Derecho Reunidas, 3ª edic., 1997, Tomo I, Las personas 
jurídicas o morales tienen pues nacionalidad y domicilio, y no les resulta aplicable figuras como 
la ausencia o la incapacitación; La Roche, ob. cit., pp. 330 y 331, todo ente social debe poseer un 
determinado nombre, una sede social que es su domicilio y una nacionalidad determinada.

76	Argúas, Margarita, Algunos aspectos del domicilio en el derecho internacional privado. En: Boletín 
de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas, Vol. 10. Nº 1-2, 1965, p. 22.

77	Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 414 y 415, el autor aunque no los califica de “atributos” alude 
de seguidas a la persona jurídica en sentido estricto también tiene patrimonio propio y capacidad 
propia.

78	Véase supra Nº 2.
79	Debe distinguirse entre capacidad jurídica o de goce y entre capacidad de obrar o de ejercicio; 

la primera es la medida de la personalidad y la posee todo sujeto, en tanto que la segunda, para 
algunos la verdadera capacidad supone la posibilidad de realizar actos jurídicos válidos por vo-
luntad propia (véase infra XIV).

80	Véase: Domínguez Guillén, La persona…, pp. 338 y 339; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 75-77; 
Pereznieto Castro, ob. cit., p. 169; Benaducci, ob. cit., Capacidad: La capacidad de las personas 
jurídicas es la esencia fundamental de su existencia, como atributo para actuar en el derecho. 
Aunque con relación a la de las personas naturales varía ligeramente, es decir como en este caso, 
se le concede la capacidad para determinado fin se puede hablar de un incapacidad relativa, pues 
existen ciertos campos en los cuales éstas no pueden intervenir bien sea por su objeto social o 
por la condición colectiva del ente como tal.
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de la persona jurídica81, la cual tiene capacidad de obrar propia (negocial,  
procesal y delictual82) desde su creación83; los actos celebrados por el órgano 
son imputables a la persona jurídica, así como el daño ocasionado a un terce-
ro, en el ámbito de las funciones del órgano84. La persona incorporal siempre 
será capaz de obrar85; sostener lo opuesto contraría la subjetividad jurídica 
propia que pretendió darle el orden legal al ente moral. De hecho se discute 
inclusive la problemática relativa a la responsabilidad penal86 de tales entes, 
descartándose la misma en caso de tratarse de penas corporales porque tales 
personas carecen de corporeidad87 aun cuando se admite si la misma radica 
en penas pecuniarias o de disolución88. El artículo 95 del Proyecto de Código 

81	Véase al respecto: TSJ/SCS, Sent. Nº 0616 del 30-4-09, la propia naturaleza de las personas jurídicas, 
las mismas sólo podrán celebrar negocios a través de sus órganos o representantes; TSJ/SCC, Sent. 
Nº 000411 de 8-6-12, “Las personas jurídicas deben ser representadas por un representante legal, 
es decir, una persona física, ya que esa figura jurídica es un ente ficticio, creado por la Ley y no 
pueden actuar sino a través de las personas que están encargada de su dirección o administración”.

82	Véase: Mora Contreras, Víctor Hugo: Lo ilícito y las personas jurídicas. San Cristóbal, Lito Formas, s/f.
83	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 78-86.
84	Larenz, ob. cit., p. 170. Véase igualmente: La Roche, ob. cit., pp. 333 y 334, nuestro ordenamiento 

y la jurisprudencia establece claramente la responsabilidad del ente colectivo en el campo patri-
monial, como consecuencia de la actividad realizada por el órgano en ejercicio de sus funciones; 
Mélich Orsini, José: La responsabilidad civil por hechos ilícitos. Caracas, Biblioteca de la Academia 
de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios 45-46, 2ª edic., 2001, p. 302; Morles Hernández, 
Alfredo: Tendencias de la Reforma mercantil en materia de sociedades. En: Boletín de la Acade-
mia de Ciencias Políticas y Sociales, Vol. 38, Nº 85-86, 1981, p. 181, alude a la responsabilidad 
extracontractual de la sociedad frente a terceros. 

85	Si se entendiera la expresión “atributo” como algo que todo sujeto tiene al margen de la necesaria 
condición de diferenciar, pudiera –solo en tal sentido limitado– afirmarse que la capacidad de 
obrar constituiría un atributo de toda persona incorporal a diferencia de la persona humana que 
debe esperar hasta los 18 años para ser plenamente capaz. 

86	Véase: Núñez Tenorio, Enrique: La responsabilidad penal de las personas jurídicas o morales. 
Caracas, Librería Destino, 1999; Modolell Gonzalez, Juan Luis: La responsabilidad penal en las 
personas jurídicas. En: Revista de la Fundación Procuraduría Nº 15. Caracas, 1996, pp. 13-94; 
Riquert, Marcelo A. y Esteban I. Viñas: Responsabilidad penal de las personas jurídicas, http://
riquert-penaltributario.blogspot.com/2010/09/responsabilidad-penal-de-las-personas.html.

87	Véase sobre este aspecto: Modollel González, Juan Luis: La responsabilidad penal de la persona 
jurídica. En: Revista Fundación Procuraduría General de la República Nº 15. Caracas 1996, pp. 13-
94; Núñez Tenorio, Enrique: La responsabilidad penal de las personas jurídicas o morales. Caracas, 
Librería Destino, 1999; Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 416; Savigny, ob. cit., p. 101: la persona 
jurídica nunca puede considerarse como reo.

88	Véase: Ferrara, ob. cit., p. 259; Ripert y Boulanger, ob. cit., p. 342; Mazeaud, ob. cit., pp. 239 
y 240; Mélich Orsini, Estudios…, p. 197; La Roche, ob. cit., pp. 333 y 334, refiere que “Nuestro 
ordenamiento positivo, así como la jurisprudencia patria, reiteradamente ha dejado establecida 
la responsabilidad de los entes colectivos, en el campo patrimonial, como consecuencia de la 
actividad realizada por el órgano en ejercicio de sus atribuciones. Varía totalmente la cuestión 
cuando analizamos la responsabilidad penal de las personas colectivas; en principio, la respuesta 
negativa para dicha responsabilidad se aplica en nuestro derecho, dando así cabida a la tesis 
tradicional de que sólo las personas físicas conscientes, con raciocinio, son capaces de delinquir. 
Sin embargo, cabe hacer un consideración especial: no puede hablarse de responsabilidad penal 
para el ente colectivo en ningún caso, dada la falta de substrato fisiológico en la misma, que sería 
lo que permite la aplicación de medidas corporales efectivas; pero sí podemos distinguir entre la 
personalidad penal del órgano, que actúa en función de tal, de la persona jurídica que transmite 
–como consecuencia de aquella responsabilidad penal personal de ese mismo órgano–, que no 
puede transgredir su propia esfera aplicándose al campo económico de la persona jurídica.” 
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Penal trae una disposición en este último sentido 89, así como la Ley de delin-
cuencia organizada90.

Finalmente, el patrimonio91 (conjunto de deberes y derechos susceptibles de 
valoración pecuniaria o económica) 92, o capacidad patrimonial es cosustancial 
al sujeto; toda persona tiene patrimonio93, lo que se hace más obvio en el caso 
de las personas incorporales, porque precisan del mismo para el logro de sus 
fines. Amén de que la doctrina reseña que nuestro ordenamiento jurídico no 
le reconoce personalidad jurídica a entes sin patrimonio94. La persona social 
tiene un patrimonio especial separado de las personas individuales que la 
componen, un patrimonio adscrito a un fin95. Algunos respecto de ésta dis-
tinguen entre patrimonio y capital96.

De tal suerte que los atributos se presentan como elementos de individua-
lización o diferenciación necesarios en todo sujeto de derecho ya sea natural o 
incorporal. Su estudio constituye tema fundamental del Derecho de la Persona, 
toda vez que es vital la distinción de la persona en una situación jurídica.

89	Véase al efecto: Proyecto Código Penal. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2004, p. 135, Ar-
tículo 95. Penas a personas jurídicas. El Juez, en los supuestos previstos en este código y previa 
audiencia de los administradores o sus representantes legales, podrá imponer motivadamente a 
las personas jurídicas las penas siguientes: 1. La multa establecida para el respectivo delito…, 2. El 
comiso…, 3. La clausura de la empresa…, 4. La disolución…, 5. La suspensión de las actividades…, 6. 
La prohibición de realizar en el futuro operaciones mercantiles o negocios…, 7. La intervención de 
la empresa…, 8. La publicación de la sentencia a expensas de la persona jurídica…, 9. La suspensión 
del permiso…, 10. La prohibición de contratar con la administración pública…, 11. La pérdida de 
los beneficios fiscales o la eliminación de subvenciones estatales. 

90	Ley orgánica contra la delincuencia organizada y financiamiento al terrorismo, G.O. 39.912 de 
30-4-12, Art. 32, ord. 1, “Clausura definitiva de la persona jurídica”.

91	Véase: Gutiérrez y González, Ernesto: El patrimonio: el pecuniario y el moral o derechos de la 
personalidad y derecho sucesorio. México, Porrúa, 3ª edic., 1990, pp. 30 y ss.

92	Véase: Serrano Alonso, Eduardo: Derecho de la persona. Madrid, La Ley-Actualidad, 2ª edic., 1996, 
pp. 157 y ss. (Capítulo X “El patrimonio”), el autor lo define como “el conjunto de bienes, derechos 
y obligaciones que pertenecen a una persona física o jurídica, destinado a lograr la satisfacción de 
sus necesidades y garantizar sus responsabilidades” (ibid., p. 160). Véase sin embargo: Gutiérrez y 
González, ob. cit., p. 33, indica el autor que la teoría del patrimonio define a éste como el conjunto 
de derechos y obligaciones de una persona, apreciables en dinero, considerados formando una 
universalidad de derecho.

93	Aunque no posea temporalmente bienes de fortuna o su pasivo sea superior a su activo. 
94	Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 418, “sería posible la existencia de asociaciones sin patrimonio 

original –aunque de hecho la ley no les reconoce personalidad jurídica– mientras una fundación 
sin patrimonio sería un contrasentido”; Benaducci, ob. cit., “Patrimonio: Es la misma naturaleza 
jurídica que el patrimonio en la persona natural (universalidad de derecho y obligaciones en 
cabeza de una persona), con base al patrimonio de las personas jurídicas se han creado varias 
teorías, algunas de estas afirman que no puede existir éste sin persona, aunque en la doctrina 
contemporánea esto está muy criticado pues podemos ver como las fiducias no son otra cosa que 
un patrimonio afectado a fin determinado sin una persona sobre la cual recaiga tal”.

95	Parra Aranguren y Serrano, ob. cit., pp. 53 y 54, los autores siguen a Nawiasky. 
96	Véase: Itriago e Itriago, Las Asociaciones..., pp. 107 y ss.; Morles Hernández, Alfredo: La pérdida 

total del capital social de la sociedad anónima. En: Estudios de Derecho. Estudios de Derecho 
Privado. Homenaje a la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Bello en su 50 
aniversario. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2004, T. I, p. 52.


